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CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Respuesta de fondo a la solicitud genera un hecho superado
“(…) el Politécnico Internacional, que nuevamente, con escrito del 18 de abril, recibido por la interesada, según la constancia que antecede, le explicó las razones por las cuales no procede la devolución que reclama y se refirió expresa y claramente a cada uno de los puntos que contiene la petición. Además, explicó que desde el 12 de septiembre de 2015 le había respondido una solicitud similar que elevó por conducto de la Defensoría del Pueblo, lo cual ratificó aquí el Defensor vinculado. “

DERECHO DE PETICIÓN/ Vulneración por falta de resolución de fondo y por ausencia de notificación de la respuesta
“El Ministerio aduce que le brindó respuesta y para demostrarlo envió unas copias (…) ninguna de las cuales refleja un escrito dirigido por esa dependencia a Katherine García, en la que se le conteste de manera concreta si se abrió o no alguna investigación, o si esa entidad carece de competencia para indagar sobre la presunta irregularidad denunciada por aquella. Lo que se desprende de esos documentos es que el Ministerio le remitió la respuesta que, a su vez, le había dado el Politécnico, con lo cual dejó de lado los requisitos antes señalados. 

Otro tanto ocurre con la Secretaría de Educación Distrital, porque se limitó a informarle a la Sala que el 8 de marzo de 2016 le respondió a la demandante que no tiene injerencia ante las instituciones de educación superior, mas omitió enviar algún soporte de ello, con lo que a esta altura, se desconoce si en realidad Katherine la recibió y cuál fue su contenido, con el propósito de verifica si se ajusta a las exigencias ya destacadas.”  

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-001 de 2015.
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Procede la Sala a decidir la tutela propuesta por Katherine García Higuita contra el Ministerio de Educación Nacional, el Politécnico Internacional Institución de Educación Superior con sede en Bogotá D.C., la Secretaría de Educación Distrital de Bogotá D.C., a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo de Pereira y la Dirección Administrativa y Financiera del Politécnico Internacional. 

  



ANTECEDENTES
  



Señaló la demandante que elevó derecho de petición a las entidades accionadas, relacionado con la devolución de un porcentaje de lo que pagó al Politécnico por concepto de matrícula, ya que no pudo cursar sus estudios por fuerza mayor; acudió a la Defensoría del Pueblo para que por su conducto le brindaran respuesta, pero tampoco fue posible. 

   



Relató las circunstancias que dieron origen a su reclamación y solicitó que se les ordene a las demandadas contestarle, pues está reportada en data crédito y le están efectuando un cobro jurídico. 





Se le dio trámite a la acción y se dispuso vincular al Defensor del Pueblo Regional Risaralda y a la DirecciónAdministrativa y Financiera del Politécnico Internacional. 

   



Intervino el Secretario General del Politécnico Internacional, quien señaló que a la petición elevada el 22 de febrero de 2016, le dio respuesta el 18 de abril del presente año, en la que se informó sobre la imposibilidad de acceder a la devolución pedida; pero, agregó, ya antes la demandante había acudido a esa entidad, por medio de la Defensoría del Pueblo, y se le suministró respuesta desde el 10 de septiembre de 2015, como consta en las copias enviadas. 

  



La Alcaldía Distrital de Bogotá, indicó que no es de su resorte el control y vigilancia sobre el Politécnico; en todo caso, expresó que a la solicitud elevada el 24 de febrero pasado, le respondió el 8 de marzo, aunque no acompañó soporte alguno. 

   



El Ministerio de Educación, en lo que atañe a este caso, dijo que le dio respuesta a la petición radicada el 25 de febrero de 2016, en el sentido de que daba traslado de la misma al Politécnico, por ser asunto de su competencia, lo cual informó a la peticionaria, pero el correo fue devuelto, porque la dirección de notificación es errónea.

   



El Defensor del Pueblo explicó que por solicitud de la demandante elevó una petición al Politécnico Internacional, que fue respondida el 10 de septiembre de 2015, de lo cual fue enterada en la fecha. 

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En este caso, Katherine García Higuita hace valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo esencial consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Ha recordado la Corte Constitucional 
, que:

“En síntesis, la Corte ha concluido que la respuesta al derecho de petición debe cumplir con ciertas condiciones: (i) oportunidad
; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado
; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario
, so pena de incurrir en la violación de este derecho fundamental.

3.1.5. Con base en lo anterior, se concluye que es un criterio reiterado por la jurisprudencia constitucional que el incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional.”
  



Todas las entidades demandadas aceptaron haber recibido en el mes de febrero del presente año la solicitud mencionada por la demandante, tendiente a que se le restituya el valor de un porcentaje de la matrícula que pagó en el año 2014 al Politécnico Internacional, dado que por fuerza mayor, le fue imposible avanzar en sus estudios. Así que sobre este punto, aunque Katherine García desacató el requerimiento que se le hizo en el auto inicial, no cabe ningún reparo. 
   



Ahora bien, cada una de ellas dio cuenta de haberle dado de respuesta y eso está claro en lo que tiene que ver con el Politécnico Internacional, que nuevamente, con escrito del 18 de abril, recibido por la interesada, según la constancia que antecede, le explicó las razones por las cuales no procede la devolución que reclama y se refirió expresa y claramente a cada uno de los puntos que contiene la petición. Además, explicó que desde el 12 de septiembre de 2015 le había respondido una solicitud similar que elevó por conducto de la Defensoría del Pueblo, lo cual ratificó aquí el Defensor vinculado. 

  



En lo que hace al Ministerio de Educación y la Secretaría de Educación Distrital de Bogotá, hay que empezar por decir que la petición consistió en que se investigara al politécnico por la situación presentada con la demandante (f. 65). 

   



El Ministerio aduce que le brindó respuesta y para demostrarlo envió unas copias (f. 65 a 74), ninguna de las cuales refleja un escrito dirigido por esa dependencia a Katherine García, en la que se le conteste de manera concreta si se abrió o no alguna investigación, o si esa entidad carece de competencia para indagar sobre la presunta irregularidad denunciada por aquella. Lo que se desprende de esos documentos es que el Ministerio le remitió la respuesta que, a su vez, le había dado el Politécnico, con lo cual dejó de lado los requisitos antes señalados. 

  



Otro tanto ocurre con la Secretaría de Educación Distrital, porque se limitó a informarle a la Sala que el 8 de marzo de 2016 le respondió a la demandante que no tiene injerencia ante las instituciones de educación superior, mas omitió enviar algún soporte de ello, con lo que a esta altura, se desconoce si en realidad Katherine la recibió y cuál fue su contenido, con el propósito de verifica si se ajusta a las exigencias ya destacadas.  
   



Por tanto, se declarará superado el hecho que dio origen a la acción en lo que se refiere al Politécnico Internacional, pero se concederá el amparo frente al Ministerio de Educación Nacional y la Secretaría de Educación Distrital de Bogotá, para que en el término de cuarenta y ocho horas contadas desde la notificación de este fallo, le brinden a la accionante respuesta clara y concreta sobre su petición del 22 de febrero de 2016.  
  



A los vinculados se les absolverá, porque ninguna trasgresión se advierte de su parte.  
 



DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley: 

RESUELVE:
1°.
DECLARAR SUPERADO EL HECHO respecto del  Politécnico Internacional Institución de Educación Básica Superior. 

2°.
AMPARAR el derecho de petición de que es titular Katherine García Higuita frente al Ministerio de Educación Nacional y la Secretaría de Educación Distrital de Bogotá. 

En consecuencia, se ordena a la Ministra del ramo, Gina Parody, y al Secretario de Educación Distrital de Bogotá, que, por sí mismos, o por medio de quien deleguen para ello, le brinden respuesta exacta y concreta a Katherine García Higuita, sobre la petición que elevó el 22 de febrero de 2016, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia. 

De ello darán cuenta a esta Sala. 

  



3°.
Se absuelve a los demás vinculados. 

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada. A su regreso, si fuera el caso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
  




� 	Sentencia T-.001 de 2015


� 	Sobre la oportunidad, por regla general, se aplica lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo que establece que en el caso de peticiones de carácter particular la Administración tiene un plazo de 15 días para responder, salvo que por la naturaleza del asunto se requiera un tiempo mayor para resolver, caso en el cual la Administración tiene la carga de informar al peticionario dentro del término de los 15 días, cuánto le tomará resolver el asunto y el plazo que necesita para hacerlo. 


� 	En la sentencia T- 400 de 2008 respecto a la necesidad de una respuesta de fondo, la Corte reiteró que “[l]a respuesta de la Administración debe resolver el asunto, no admitiéndose en consecuencia respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se encuentra en revisión o en trámite”. 


� 	Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2008.





